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TRIBI]NAL CONSTITUCIONAL

SAI,A SEGUNDA

EXCMOS. SRES.:

Don Luj_s f_ópez Guerra.
Don Eugenio Díaz Eini l .
Don Á1varo Rodríguez Bereijo.
Don José Gabaldón López.
Don üulio D. GonzáJ.ez Campos.
Don Carles Viver i pi-Sunyer.

La Sala, ha examinado 1a
recurso de amparo interpuesto

0 0351988
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NIJU. REGISTROz 2364/1991-.

AS[!NTO: Recurso de amparo pro-
novido por don paolo Cavallazzi
Gatt i .

SOBRE: Sentencia de Ia Sección
Tercera de 1a Audiencia provin-

cial de Madrid, que desestima
e1 recurso de apelación contra
la dictada por eI üuzgado de 1o
Penal nún. 9 de Ia misma ciu-
dad, en delito de apropiación

indebida.

pieza separada de suspensión del
por don Paolo Cavallazzi Gatt i .

r. ANTECEDENTES

1-. Mediante escrito presentado en er Juzgado de Guardia er
23 de noviembre de i-99r- y que tuvo entrada en er Registro Gene-
rar de este Tribunal e1 día 25 siguiente, don José Manue1
villasante García, procurador de ros Tribunales en nombre y re-
presentación de don pao10 cavallazzi Gatti, interpuso recurso
de amparo contra Ia sentencia de la Audiencia provincial de Ma-
drid, de 23 de octubre d.e L991, dictada en recurso de apelación
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contra 1a del Juzgado de ro penar núm. g de ra misma ciudad so-
bre delito de apropiación indebida.

2- EI recurso tiene su origen en 1os siguientes anteceden-
tes de hecho:

A) Er 24 de marzo de r-990, don paoro cavarlazzi
Gatti interpuso d.enuncia contra d.on Manuel Romero Benítez por
ra sustracción de 1os muebles, propied.ad del prinero, eu€ se
encontraban en er interior de la vivienda alquilada ar denun-
ciado. rncoadas diligencias previas por los hechosr se personó
en ellas e1 demandante como acusación particular y tanto éste
eomo eI Ministerio Fiscal formularon escrito de acusación,
coincidente sustancialmente en los hechosr eue el denunciante
calificó como delito de robo y er Fiscar como apropiación inde-
b ida .

B) E1 Juzgrado de ro penal absorvió ar acusado de
los hechos imputados, y, recurrida 1a sentencia en aperación
tanto por el demandante de amparo como por el Fiscar, ra Au-
diencia Provincial desestimó ambos recursos y confirmó la abso-
lución, si bien esta últina Sentencia condenó a1 ahora recu-
rrente a1 abono de las costas.

3- La demanda se articuló formalmente en torno a cuatro
motivos, relativo er primero a Ia quiebra de 1a tutela judicial
efectiva, consistente en no haberse condenado por ros órganos
judiciales intervinientes ar denunciado de los delitos de que
habÍa sido acusado. En segundo lugar, idéntica quiebra habría
tenj-do lugar toda vez que se ha producido una condena en costas
sin motivación algruna, pues ninguna expricación se da en el fa-
11o de Ia Sentencia sobre 1a existencia de mala fe o temeridad
del recurrente en su pranteamiento, dada ra diceión del art.
240-3 L.E.crim. y que tanbién apeló la sentencia de instancia y
foruruló acusación e1 Ministerio Fiscal. Afirnar en tercer lu-
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gdt t que tanbj-én se vulnera Ia tutela judicial efectiva, en re-
raci-ón eon el principi-o de igualdad, dl condenar en costas ex-
clusivamente al acusad.or particurar y no ar púbrico. Finalmen-
te, considera que una nueva vulneración de ra tutela judicial
efectiva se produce desde er momento en que la imposición de
las costas Ie ha provocado una victimización secundaria deriva-
da del proceso y de1 incremento de 1os daños soportados por el
perjudicado y causados con 1a comisión del delito.

Concluyó pidiendo alternativamente 1a anulación de las sen-
tencias impugmadas, o bien que se dicte nueva sentencia por e1
Juzgado o la Audiencia apreciando todos los hechos probatorios,
en defecto de 1o anterior anurar la condena en costas a ra par-
t'e apelante y, en fin, el restablecimiento der recurrente en Ia
integridad de sus derechos

4. La sección cuarta de ra sara segunda de este Trj_bunal,
por providencia de 20 de febrero de L9g2, acordó conceder al
demandante y al l'{inisterio Fiscal un plazo común de diez días,
ta1 y como est,ablece e1 art. 5o.j- c) r,orc, para que aregaran
sobre Ia posible falta de contenido constitucional de Ia deman-
da .

5. A la vista de las aregaciones de ras partes, la sec-
ción, por medio de Auto de 7 de abrir de Lgg2, acordó adnitir
parcialmente a tránite la demanda en el motivo concerniente a
1a condena en costas impuesta e inadnitirla en cuanto aI resto
de las pretensiones.

6. Er L4 de octubre de L992, tuvo entrada en el Reqistro
General de este Tribunar un escrito del demandante en el gü€,
por un 1ado, señaraba que 1a Audiencia provinciar de Madrid, en
e1 procedimiento a que había dado lugar e1 presente recurso,
habÍa dictado un Auto, de L4 de julio de Lgg2, guo reducía la
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cuantía de los honorarios a satisfacer a 1os Letrados y güér
por providencia de I de septiembre de1 mismo año, había sido
requerido al pago de las costas en eI plazo de cinco días.
Afirmaba que la ejecueión de la Sentencia en materia de costas
haría perder a1 amparo su finalidad, por 1o que suplicaba gue
se suspendiese 1a ejecución de las sentencias impugnadas en 1o
relativo al pago de las costas.

7- A Ia vista de di-cho escrito, 1a sección, mediante pro-
videncia de 22 de octubre de Lgg2, aeordó formar 1a oportuna
pieza separada para 1a tramitación del incidente sobre suspen-
sión Y, conforme determina el art. s6 Lorc, conced.er r¡n plazo

común de tres días a 1a parte recurrente y demandada y al Mi-
nisterio Fiscal para que alegasen 1o pertinente sobre dicha
suspensión.

8. con fecha 31 de octubre de L992, formuraron sus alega-
ciones e1 actor, é1 procurador don Rafael Delgado Delgado en
nombre de don Manuel Romero Benítez, parte acusada de1 proceso
pena1,  y  eI  Min is ter io  F iscal .

El primero, tras reiterar las alegaciones de su escrito so-
licitando Ia suspensión, señalaba que 1a Audiencia habia dicta-
do providencia e1 24 de septiembre de rgg2 que estimó en parte

1as pretensj-ones de1 recurrente y lo requirió solanente al pago
de Ia mitad de las costas más 1os derechos del coregio de Abo-
gados, y otra de 2 de octubre de 1992 por ra que se dejaba sin
efecto la providencia anterior y se suspendía 1a tasación de
costas practicada aI haber sido adnitido a trámite el presente

recurso de amparo, salvo en ro relativo a los derechos del co-
legio de Abogados. En consecuencia, aunque la Audiencia había
sat,isfecho en parte su pretensión de amparo y había suspendido
eI incidente de tasación, solicitaba que este Tribunal acordase
Ia suspensión de las sentencias impugnadas en amparo en 1o que
se refiere aI pago de las costas.
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Por Ia representación de don Manuel Romero Benítezr se
apuntaba que 1a suspensión de ra ejecución es ya un hecho con-
sumado a1 haberse decretado por 1a Audiencia, ra cual se an-
ticipó a 1a decisión del Tribunal Constitucional en perjuieio
deI compareciente si bj-en sigrue en pie e1 requerimiento relati-
vo aI pago de derechos aI Colegio de Abogados. Tras resaltar e1
victimismo de que hace gala er apelante, güe omite su intención
de cobrar de 1a compañía de segruros más cantidad que 1a que co-
rrespondía a1 valor de1 mobiliario existente en la casa arren-
dada por la comisión de un presunto derito de robo que no pudo
probar, argumenta que e1 procedimiento penal se inició no de
oficio, sino a raíz de una denuncia suya y gue tal hecho justi-
fica que deba de pagar Ia mitad de las costas procesales. por
estos motivos, y puesto que 1a ejecución está ya suspendidar es
irrerevante que se ordene su suspensión nuevamente, pues lo gue
interesa y suplica es que se dicte sentencia a ra mayor breve-
dad.

Finalnente, er Ministerio Fj-scar dice gue e1 criterio glene-
ra1 de este Tribunal es la no suspensión de 1a ejecución de 1as
resoluciones judiciales habida cuenta el interés general qlue se
desprende de el1o, si bien taI criterio debe aplicarse a1 caso
concreto ponderando Ia posibiridad de que el amparo pueda per-
der su finalidad, en e1 supuesto de ser otorgado, si no se hu-
biera accedido a 1a suspensión. En er caso de autos nos encon-
tramos con una cond.ena en costas que posee exclusivamente efec-
tos económicos y, como declaró este Tribunal en el ATc
275/]-990, de su ejecución no se sigue ningrún perjuicio irrepa-
rable' Pues dada la naturaleza meramente econóuica de Ia obli-
gación impuesta, €1 perjuicio que pudiese producir su curnpli-
miento sería de sencilla reparación ulterior en caso de ser es-
timado el recurso de amparo. por consiguiente, el Fiscal se
opone a la suspensión de 1a ejecución de Ia resolución objeto
de este recurso.
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II. FI]NDAIIIENTOS JI]RTDTCOS

L. Es reiterada la doctrina de este Tribunal Constitucio-

nal eü€, tratándose de resoluciones judiciales, concurre un

evidente interés general en que las mismas se ejecuten, con la

l irnitación de 1o dispuesto en eI art. 56.L LOTC, güe establece

que la suspensión de los actos de los poderes públicos impugma-

dos en vía de amparo procede sóIo en e1 supuesto cualificado de

Ia pérdida de la finalidad de1 recurso que pudiera producirse

en caso de denegarse la suspensión solicitada. La regla general

de la no suspensión se apoyar por tantor €D Ia perturbación

grave guer de contrario, s€ ocasionaría a 1os intereses genera-

les o derechos fundamentales de un tercero.

2. En este caso concreto, se nos pide que se suspenda la

ejecución de una resolución judicial que condenó en costas aI

recurrente, quien actuó como denunciante y acusador particular

en el proceso penal que dio lugar a Ia absolución de1 acusado.

Desde esta perspect,iva, la petición deI actor tiene un exclusi-

vo carácter económico, y, por tanto, fácilmente reparable pues,

en caso de prosperar e1 amparo, podrían reintegrarse al recu-

rrente las cantidades a que ascienda dicha tasación de costaa,

con 1o cual tanto el derecho por cuya vulneración se formuló el

recurso como e1 interés gieneral en e1 cumplimiento de 1as Sen-

tencias no se verían afectados de no accederse a la suspenslón,

Si a ello unimos que 1a propia Audiencia Provincial ha suspen-

dido 1a tramitación de1 incidente de tasación de costas en tan-

to se resuelve el presente recurso de amparo, es obvio concluir

que a nada conduciría 1a adopción de esta medida cautelar que

se nos so l ic i ta .
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Por todo 1o expuesto,

de Ia resolución impuginada

Madrid, a dieciseis de

y  dos .
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la Sala acuerda denegar la suspensión

en e1 presente recurso de amparo.

noviembre de mil novecientos noventa
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